ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 18 001 2019 00069 01
ACCIONANTE: HERNÁN TORRES DÍAZ
ACCIONADO: COLPENSIONES Y OTRO
ASUNTO: MODIFICA CISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / CASOS EN QUE SE CONFIGURA / REQUISITOS DE LA AGENCIA OFICIOSA / REQUISITOS DEL PODER ESPECIAL / SEGURIDAD SOCIAL / TRASLADO DE RÉGIMEN PENSIONAL.
En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos…; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental…”. (…)
Frente a la  posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso, es necesario recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: (i) que exista una manifestación del agente oficioso en el sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que exista una ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones de la acción.  Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la legitimación por activa y agencia oficiosa. (…)
En este asunto específico, el hecho de que el señor Hernán Torres Díaz resida en España, esa mera circunstancia no permite inferir que el mismo se encuentre  en una condición de justificación que le impida por lo menos conferir un poder especial para la presentación de la acción constitucional, si se tiene en cuenta que con la demanda de tutela se allegó una copia de un escrito denominado “PODER SIMPLE” en el que se dice expresamente que el señor Hernán Torres Díaz le confiere “PODER ESPECIAL amplio y suficiente” al señor Hugo Torres Díaz, para que en su nombre y representación efectuara “los trámites necesarios para realizar el traslado de fondo de pensiones de Porvenir a Colpensiones”…, toda vez que dicho documento no cumple con las características de un poder especial debidamente autenticado para instaurar la presente demanda de tutela, las que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en la Sentencia T-531 de 2002… sólo existía allí donde se daban las siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.  
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, trece (13) de septiembre de dos mil diecinueve  (2019)
Aprobado por Acta No.432
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el señor  Hugo Torres Díaz frente al fallo proferido el día 31 de julio del año 2019 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de la ciudad de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de Colpensiones y la AFP Porvenir S.A. por considerar  vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, petición, seguridad Social, vida digna e igualdad de su hermano Hernán Torres Díaz.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El señor Hugo Torres Díaz indicó que actúa en calidad de agente oficioso de su hermano, señor Hernán Torres Díaz, quien está afiliado al sistema de pensiones en el fondo privado Porvenir S.A. desde el año 1994 y como el  23 de julio del presente año cumple 52 años de edad, es su deseo trasladarse al régimen pensional administrado por Colpensiones.   

Con base en un poder que el señor Hernán Torres Díaz le otorgó al señor Hugo Torres Díaz, en el entendido de que el 26 de febrero de 2019 fue reconocida su firma ante el Consulado General de Colombia en Madrid, España, documento necesario para que realizara los trámites ante los fondos de pensiones antes mencionados, Hugo Torres Díaz radicó el 4 de abril de 2019 en Colpensiones la solicitud de traslado, previa asesoría en la APF Porvenir S.A.; sin embargo, Colpensiones no ha resuelto lo pedido pues consideró que es Porvenir S.A. el que aprobar o rechazar dicho traslado.
El señor Hugo Torres Díaz argumentó que el término legal para que su hermano pueda trasladarse a Colpensiones está por vencerse, lo que le generaría una afectación a sus derechos fundamentales, máxime que el señor Hernán Torres Díaz se encuentra en un país muy lejano y no le era posible otorgar poder a un abogado para que lo representara en este trámite y en ese sentido, es que actúa como su agente oficioso dentro del mismo.

Por lo tanto,  solicitó la intervención del juez de amparo con el fin de solicitar que se protejan al señor Hernán Torres Díaz sus garantías constitucionales al debido proceso, petición, seguridad Social, vida digna e igualdad y en tal virtud, se ordenara a Colpensiones y a la AFP Porvenir S.A., que dieran respuesta a la petición de traslado del señor Hernán Torres Díaz y se procediera al traslado inmediato de régimen pensional a Colpensiones y en tal virtud, solicitó una medida provisional para el efecto (Fls. 1-6)
Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 7-21). 

2.2. Mediante auto del 18 de julio de 2019, el juez de primer grado admitió la presente demanda de amparo, ordenó correr traslado de la misma a los fondos de pensiones accionados, no accedió a la medida provisional solicitada por el señor Hugo Torres Días.
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS  PORVENIR S.A.
La Directora de Litigios del Fondo de Pensiones y Cesantías consideró que la acción de tutela está dirigida en contra de Colpensiones y por lo tanto, la AFP Porvenir S.A. no vulneró los derechos fundamentales invocados. En tal virtud, Colpensiones es la que debe resolver las pretensiones de la demanda constitucional.

Consideró que no solo no existe legitimación en la causa por activa para vincular a Porvenir S.A., sino que en este trámite no hay legitimación en la causa por pasiva.  
Solicitó que se declarara que Porvenir S.A. no afectó los derechos fundamentales invocados (Fls. 28 y 29). 

3.2. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES
La Directora de Acciones Constitucionales consideró que en este trámite existe una carencia actual del objeto, dado que la petición del  4 de abril de 2019 fue resuelta mediante el oficio BZ2019_8922884-1911123 en la que se le informó al accionante que es Porvenir S.A. la encargada de determinar si rechazaba o aprobaba la solicitud de traslado del señor Hernán Torres Díaz y posterior a ello, Colpensiones  decidiría lo que en derecho corresponde.  Por lo tanto, solicitó que se declarara improcedente la acción de tutela contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones y por ello, se archivaran las diligencias (Fls. 32 – 34).
Adjuntó copia de la respuesta enviada al señor Hernán Torres Díaz  a través de correo electrónico (Fls. 35-37)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el día 31 de julio del año 2019, el Juzgado 1º  Penal del Circuito de Adolescentes Con Función de Conocimiento de la ciudad de Pereira, resolvió denegar por falta de legitimación en la causa por activa, la tutela que fue impetrada por el señor Hugo Torres Díaz en nombre del señor Hernán Torres Díaz, en contra de la AFP Porvenir S.A. y Colpensiones (Fls.39-41).
El señor Hugo Torres Díaz fue notificado del fallo anterior el 1º de agosto del año 2019 (Fl. 42).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el día 5 de agosto del año 2019, el señor Hugo Torres Díaz presentó un escrito en el que manifestó que el A quo desconoció que el poder que le otorgó su hermano, señor Hernán Torres Díaz, era para actuar ante las administradoras de fondos de pensiones Colpensiones y Porvenir con relación al traslado de entidad y no para actuar en la justicia ordinaria.

El actor insistió que el hecho de que su prójimo se encontrara en un país lejano como España, impidió que antes de que cumpliera los 52 años de edad, fecha en la cual se extinguía cualquier posibilidad de traslado de régimen, según la Ley 100 de 1993,  pudiera enviar un poder para contratar un abogado, dado que ese documento debe ser apostillado y enviado en físico, lo que tardaría mucho tiempo, habiéndose cumplido la fecha límite para que el derecho de su hermano se extinguiera.

El señor Hugo Torres Díaz persistió en que como él fue quien adelantó el trámite de traslado ante las entidades accionadas, esa es la razón por la cual procedió a actuar como agente oficioso de su hermano, señor Hernán Torres Díaz, quien tiene una limitación física, vive en España, por lo que se debía tener en cuenta la dificultad para autenticar su firma en ese país y remitir el poder antes del 23 de julio de 2019.  Por lo tanto, solicitó que se revoque el fallo estudiado y en su lugar, se amparen los derechos fundamentales del señor Hernán Torres Díaz y se ordene el traslado de fondo pensional de Porvenir S.A. a Colpensiones  (Fls. 46 y 47). 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Sea lo primero establecer si el señor Hugo Torres Díaz se encuentra legitimado para promover la presente acción de tutela y de ser así, la Sala procederá a determinar si las entidades accionadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el actor.
2.2.  El Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así:
“Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”  (Subrayas propias)
2.3. En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos:
“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.”  (Subrayas propias)
2.4.  No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado, a no ser que se encuentre en imposibilidad física o mental para formular la demanda constitucional por medio de agente oficioso.

2.5. Frente a la  posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso, es necesario recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: (i) que exista una manifestación del agente oficioso en el sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que exista una ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones de la acción
.  Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la legitimación por activa y agencia oficiosa
:
 “3.1. Los artículos 86 de la Constitución Política y 10 del Decreto 2591 de 1991 establecen que la acción de tutela podrá ser ejercida por la persona que considere vulnerado o amenazado alguno de sus derechos fundamentales.

3.2. Para efectos procesales, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispuso:

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”
Así las cosas, en principio existen cuatro vías para interponer la acción: (i) directamente por quien considere lesionados o amenazados sus derechos fundamentales; (ii) por su representante; (iii) mediante la agencia de derechos ajenos, siempre que el interesado se encuentre en condiciones que imposibiliten su defensa; o (iv), por el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.

Con relación a la interposición de la acción de tutela a través de un agente oficioso, este Tribunal ha indicado que opera cuando el titular del derecho no puede asumir su defensa personalmente. Tiene como finalidad garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, al admitir que un tercero interponga la acción y actúe en su favor sin que medie poder.

En este sentido, la Corte ha reiterado que en la presentación de la solicitud de amparo por parte de agente oficioso deberá verificarse que el agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y que de los hechos que fundamentan la acción se infiera que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en situación física o mental que le impida la interposición directa de la acción[1]. En todo caso, el juez constitucional deberá analizar el cumplimiento de estos requisitos a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración[2].

En relación con la manifestación del agente oficioso de actuar como tal, puede ser expresa o tácita. De esta forma, se ha considerado válida la agencia oficiosa cuando de los hechos narrados en el escrito de tutela se deduzca la calidad en la que actúa la persona que presenta la acción.

En cuanto a la imposibilidad para promover la defensa se ha reconocido que pueda ser de tipo físico o mental; o puede derivarse de otras circunstancias como el aislamiento geográfico o la situación de especial marginación o indefensión”. (Subrayas nuestras)

2.6.  En este asunto específico, el hecho de que el señor Hernán Torres Díaz resida en España, esa mera circunstancia no permite inferir que el mismo se encuentre  en una condición de justificación que le impida por lo menos conferir un poder especial para la presentación de la acción constitucional, si se tiene en cuenta que con la demanda de tutela se allegó una copia de un escrito denominado “PODER SIMPLE” en el que se dice expresamente que el señor Hernán Torres Díaz le confiere “PODER ESPECIAL amplio y suficiente” al señor Hugo Torres Díaz, para que en su nombre y representación efectuara “los trámites necesarios para realizar el traslado de fondo de pensiones de  Porvenir a Colpensiones” (Fl. 7), toda vez que dicho documento no cumple con las características de un poder especial debidamente autenticado para instaurar la presente demanda de tutela, las que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en la Sentencia T-531 de 2002 en la que se negó la acción de tutela interpuesta por una persona, señaló que el apoderamiento judicial sólo existía allí donde se daban las siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.    
2.7. Así las cosas, el señor Hugo Torres Díaz carece de legitimación en la causa para invocar la protección del derecho fundamental de petición como agente oficioso de su hermano, señor Hernán Torres Díaz. En tal virtud, se confirmará la sentencia estudiada, aclarando que el juez de primer nivel debió declarar la improcedencia de la demanda de amparo y no negar el amparo invocado, a lo que hay que agregar que la solicitud de traslado pensional ya fue negada por Colpensiones lo que incluso generaría un hecho superado frente a la pretensión del actor. 
En mérito de lo expuesto, la Sala No.3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR la sentencia proferida el día 31 de julio del año 2019 por el Juzgado Primero Penal Del Circuito Para adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela interpuesta por el agente oficioso el señor Hugo Torres Díaz en calidad de representante del señor Hernán Torres Díaz, en contra de Colpensiones y la AFP Porvenir S.A, en el sentido de DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo constitucional por falta de legitimación en la causa por activa.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

EDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada
� Corte Constitucional sentencia T-1020 /2003 M.P. Jaime Córdoba Treviño   


� Corte Constitucional sentencia T-004 de 201
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